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L
a Cámara de Apelaciones en lo 
Civil, Comercial, Familia y 
Contencioso-administrativo 

de Villa María rechazó el recurso 
de apelación interpuesto por el li-
quidador de la sociedad José y Ro-
dolfo Romero SRL y confirmó su 
remoción con causa, al considerar 
acreditado que incumplió la fun-
ción esencial de la liquidación al li-
mitarse durante más de dos déca-
das a administrar y conservar los 
bienes sociales, sin concretar su 
venta ni avanzar hacia la extinción 
de la sociedad. 

La decisión fue adoptada por los 
vocales Augusto Gabriel Cammisa, 
Sebastián Monjo y Alberto Ramiro 
Domenech. 

El tribunal coincidió con el aná-
lisis efectuado por el juez de pri-
mera instancia, quien había con-
cluido que la situación del proceso 
estaba determinada por un ele-
mento de carácter objetivo: la pro-
longada inactividad del liquidador 
respecto de la finalidad propia del 
proceso liquidatorio.  

En ese sentido, destacó que, pe-
se al extenso tiempo transcurrido 
desde su designación, el liquida-
dor se limitó a realizar actos de ad-
ministración, tales como el pago 
de deudas y la conservación de 
bienes muebles e inmuebles, pero 
omitió cumplir la tarea esencial de 
liquidar el patrimonio social me-
diante la venta de los activos, con-
ducta que justificó plenamente su 
remoción.  

La cámara sostuvo que la finali-
dad del proceso de liquidación 
consiste en alcanzar la extinción 

de la sociedad, objetivo que exige 
necesariamente la realización del 
activo y la cancelación del pasivo. 
Bajo esa premisa, afirmó que la 
permanencia durante aproxima-
damente 24 años de bienes mue-
bles e inmuebles sin ser enajena-
dos reveló un incumplimiento ma-
nifiesto de las obligaciones inhe-
rentes al cargo.  

Por ello, entendió que la ausencia 
de ventas durante más de 20 años 
constituye una justa causa de re-
moción, ya que el proceso perma-
necía prácticamente paralizado. 

 
Agravios 
Los jueces rechazaron los agravios 
del apelante dirigidos a sostener 
que había desplegado numerosas 
tareas de gestión y conservación 
del patrimonio.  

Explicaron que los actos invoca-
dos estaban orientados únicamen-
te a preservar los bienes y no a 
cumplir el verdadero cometido del 
liquidador, que consiste en trans-
formar el activo en dinero para 
concluir la liquidación. En conse-
cuencia, consideraron acertada la 
valoración efectuada por el juez de 
grado, quien entendió que el ac-
cionar del liquidador estuvo lejos 
de acelerar o encaminar el proceso 
hacia la extinción de la sociedad. 

Asimismo, descartaron que la 
sentencia apelada hubiera incurri-
do en una valoración arbitraria de 
la prueba o en una imputación 
desproporcionada.  

Según señalaron, la inactividad 
no constituyó un episodio aislado 
o circunstancial sino una conducta 

persistente que se prolongó du-
rante décadas, incluso con poste-
rioridad a las fechas invocadas por 
el propio recurrente para demos-
trar actividad.  

De allí que aceptar actuaciones 
esporádicas, realizadas con am-
plios intervalos temporales, como 
cumplimiento suficiente de las 
obligaciones legales implicaría 
desnaturalizar el estándar de dili-
gencia exigido al liquidador. 

El tribunal también rechazó el ar-
gumento según el cual los conflic-
tos existentes entre los socios impe-
dían avanzar con la liquidación. In-
dicó que, si el liquidador encontra-
ba obstáculos para desarrollar su 
función, no podía adoptar una acti-
tud pasiva o meramente expectan-
te sino que estaba obligado a des-
plegar una diligencia reforzada pa-
ra superar esas dificultades. En par-
ticular, señaló que debía promover 
los mecanismos societarios ade-
cuados para destrabar el proceso, 
entre ellos la convocatoria a asam-
blea para que los socios deliberaran 
y fijaran directrices claras sobre la 
ejecución de la liquidación. 

 
Desacuerdos 
En ese marco, precisó que los des-
acuerdos entre los socios no eximí-
an al liquidador de cumplir sus de-
beres legales sino que, por el con-
trario, incrementaban su obliga-
ción de gestión.  

La cámara entendió que el cargo 
imponía una actuación activa y 
constante destinada a remover los 
obstáculos que dificultaran la rea-
lización del activo, por lo que la pa-
sividad demostrada durante tan-
tos años resultaba incompatible 
con las exigencias del ordena-
miento societario. 

Los magistrados también anali-
zaron la invocación efectuada por 
el apelante acerca del carácter fa-
miliar de la sociedad. Sobre este 
punto aclararon que la sociedad, 
aun cuando esté integrada por 
miembros de una misma familia, 
constituye una persona jurídica 
distinta de sus socios, con perso-
nalidad propia y obligaciones fren-
te a terceros.  

En consecuencia, afirmaron 
que las reglas que gobiernan su 
liquidación no se modifican por 
el vínculo familiar existente entre 
sus integrantes, pues el proceso 
liquidatorio debe orientarse ex-
clusivamente al cumplimiento de 
su finalidad legal: extinguir la so-
ciedad mediante la realización de 
los bienes y la distribución del re-
manente. 

La decisión consideró que el responsable incumplió la finalidad propia del  
proceso al limitarse a administrar y conservar los bienes,  
cuando debía impulsar su venta y adoptar las medidas necesarias para superar 
los conflictos entre los socios y concluir la extinción de la empresa

Remueven a liquidador de sociedad porque mantuvo 
paralizada su tarea durante más de 20 años

La Cámara de Apelaciones en lo 
Civil, Comercial, Familia, de Mi-
nería y Contencioso-administra-
tivo de la IV Circunscripción Judi-
cial de la Provincia de Río Negro 
revocó parcialmente la decisión 
que había declarado la nulidad 
de todo lo actuado en un juicio de 
alimentos, al considerar que el 
error consistente en embargar los 
haberes jubilatorios de una per-
sona homónima no invalidaba 
los actos esenciales del proceso, 
los cuales habían sido correcta-
mente dirigidos y notificados a la 
verdadera demandada.  

Concluyó que la nulidad debía 
limitarse exclusivamente a los 
actos vinculados con el embargo 
erróneo, por tratarse de una me-
dida perfectamente separable 
del resto del trámite judicial, 
preservando así la validez de las 
actuaciones que habían consoli-
dado derechos alimentarios a fa-
vor de la niña.  

Los jueces Marcelo Gutiérrez, 
Alejandro Cabral y Vedia, y Sole-
dad Peruzzi integraron el tribunal 
que dictó la resolución.  

El conflicto se originó cuando 
el juez de primera instancia de-
cretó la nulidad de todas las ac-
tuaciones cumplidas desde el ini-
cio del expediente y ordenó el ce-
se de la retención de haberes ju-
bilatorios que se efectuaba sobre 
una mujer que acreditó no ser la 
demandada sino una homónima. 
La decisión se sustentó en que la 
persona embargada compartía el 
mismo nombre y apellido que la 
verdadera accionada, aunque 
poseía un documento nacional 
de identidad diferente.  

La parte actora apeló soste-
niendo que el error había queda-
do circunscripto a la etapa de eje-
cución de la sentencia, específi-
camente a la individualización de 
la persona sobre cuyos haberes se 
trabó el embargo, mientras que la 
relación procesal se había consti-
tuido válidamente desde el inicio, 
dado que la verdadera demanda-
da había sido correctamente no-
tificada en su domicilio real.  

También sostuvo que la decla-
ración de nulidad de todo lo ac-
tuado constituía una sanción 
desproporcionada, incompati-
ble con el principio de conserva-
ción de los actos procesales y 
perjudicial para el interés supe-
rior de la niña beneficiaria de los 
alimentos.  

 
Domicilio 
Al revisar el expediente, la cáma-
ra verificó que la demanda había 
sido promovida contra la verda-
dera abuela paterna de la menor 
y que el domicilio denunciado 
coincidía con el de esa persona.  

Asimismo, comprobó que el 
traslado de la demanda, la fija-
ción de alimentos provisorios, la 
declaración de rebeldía y la sen-
tencia definitiva fueron notifica-
dos en ese domicilio, donde el 

oficial notificador dejó constan-
cia de que los vecinos confirma-
ban que la destinataria residía allí 
y, posteriormente, que la cédula 
de rebeldía había sido recibida 
por un hijo de la accionada.  

Sobre esa base, el tribunal con-
cluyó que el embargo había reca-
ído sobre una tercera persona 
completamente ajena al proceso, 
circunstancia que justificaba de-
jar sin efecto únicamente esa me-
dida respecto de la homónima. 
Sin embargo, destacó que el tras-
lado de la demanda, la declara-
ción de rebeldía y la sentencia de-
finitiva fueron notificados a la 
persona correcta y conforme a las 
normas procesales, razón por la 
cual no existía fundamento para 
invalidar el resto del procedi-
miento.  

Los magistrados señalaron que 
"la nulidad de lo actuado en rela-
ción al embargo trabado sobre 
los haberes de esa persona equi-
vocada no puede merecer ningún 
reproche", pero enfatizaron que 
"el traslado de la demanda y la fi-
jación de los alimentos proviso-
rios fue notificada a la persona 
(correcta) que había sido deman-
dada", por lo que "el alcance de la 
nulidad dispuesta en el decisorio 
apelado es una exorbitancia que 
no puede ser validada".  

 
Sin justificación 
La alzada agregó que "la traba de 
un embargo sobre una persona 
que no es parte en el proceso (...) 
no justifica decretar una nulidad 
abarcativa prácticamente de la 
totalidad del proceso de alimen-
tos", pues "se han verificado y 
consolidado actos absolutamen-
te separables del embargo mal 
trabado".  

Resaltó que esos actos esen-
ciales habían generado dere-
chos a favor de la niña alimenta-
da y que el pronunciamiento 
apelado carecía de fundamenta-
ción suficiente para extender la 
nulidad a todo el proceso. El 
eventual reintegro de las sumas 
retenidas indebidamente a la 
homónima debía canalizarse 
por otras vías.  

Finalmente, el tribunal hizo 
lugar al recurso de apelación, re-
vocó la nulidad general del pro-
ceso y mantuvo únicamente la 
nulidad de los actos directa-
mente vinculados con el embar-
go trabado sobre la homónima, 
así como el levantamiento de la 
retención de sus haberes jubila-
torios.  

Además, ordenó que el juzga-
do de origen verificara el pre-
sunto fallecimiento de la verda-
dera demandada y la fecha de 
ese eventual deceso, al conside-
rar que esa circunstancia podía 
tener incidencia sobre los efec-
tos patrimoniales del proceso 
alimentario y evitar futuras nuli-
dades. Las costas de la alzada 
fueron impuestas por su orden. 

Embargo a un homónimo 
no invalida totalmente 
juicio por alimentos
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